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Humberto Ruiz Ceballos.

Accionado:


Unidad Administrativa Especial de Gestión de Tierras Despojadas, a la que fueron vinculadas la Dirección Jurídica de Restitución-Gestión Operativa de Restitución y la Dirección Territorial de la Unidad de Restitución de Tierras Valle del Cauca-Eje Cafetero de la misma entidad.
Magistrado Sustanciador:  

Jaime Alberto Saraza Naranjo

Temas: 



TUTELA – DEBIDO PROCESO – MÍNIMO VÍTAL – NIEGA – CONFIRMA - “Expuso, en resumen, que mediante la Resolución RV 2280 del 29 de julio de 2015, la Dirección Técnica de Registro y Gestión de la Información de la UARIV, lo inscribió junto con otros miembros de su familia en el Registro de Tierras Despojadas y Abandonadas Forzosamente, respecto del predio con matrícula inmobiliaria número 282-25673, ubicado en área rural del municipio de Córdoba (Quindío), pero en contravía de los términos establecidos en la Ley 1448 de 2011 y en el Decreto 1071 de 2015, la entidad no ha presentado la demanda ante el Juez competente.

Pidió, en consecuencia, que se amparen los derechos reclamados y se ordene a la Unidad de Restitución de Tierras agilizar la presentación de la demanda o que lo deje en libertad de presentarla por intermedio de un apoderado de confianza, y se dé traslado a las Procuraduría Delegada para Restitución de Tierras con el fin de que inicie las acciones disciplinarias correspondientes.
(…)

De donde emerge, con suficiente claridad, que la etapa jurisdiccional que permita materializar la inscripción de los habilitados en el Registro de Tierras Despojadas y Abandonadas Forzosamente, no debe ser agotada imperativamente por la Unidad Administrativa Especial, es simplemente una opción, pues las mismas líneas legales le dan esa facultad al inscrito mismo, bien para que actúe en su propio nombre o por intermedio de un apoderado. 

Y en segundo término, cuando en la demanda se reclama que la entidad lo deje en libertad de promover directamente la acción, es claro que no es de su resorte hacerlo, sino que por disposición legal cuenta con esa potestad, sin que la entidad pueda oponerse a ello. Es más, ninguna evidencia se aportó que permita establecer que la accionada le ha impedido al accionante promover la demanda judicial. 

 Quiere lo anterior decir que, contrario a lo aducido en la demanda, nada indica que exista una trasgresión o amenaza de los derechos invocados. Por ello, se confirmará el fallo, sin perjuicio de que se diga que se tornaba innecesario abordar los requisitos generales de procedibilidad, esto es, la inmediatez y la subsidiariedad, cuya ausencia, sea bueno acotarlo, conducen a la improcedencia, no a la mera negación de la acción que en este caso se adopta por la inexistencia de la pregonada vulneración.   
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL            

                                                SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA
Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, junio siete de dos mil diecisiete
Expedientes:  66001-31-03-001-2017-00042-01 

  


Acta N° 305 de junio 7 de 2017
  



Procede la Sala a decidir la impugnación propuesta por la parte accionante contra la sentencia del 26 de abril último, proferida por el Juzgado Primero Civil del Circuito local, en esta acción de tutela que Humberto Ruiz Ceballos, inició contra la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Tierras Despojadas, a la que fueron vinculadas la Dirección Jurídica de Restitución-Gestión Operativa de Restitución y la Dirección Territorial de la Unidad de Restitución de Tierras Valle del Cauca-Eje Cafetero de la misma entidad.
  



ANTECEDENTES
  



Acudió el demandante en su propio nombre, en procura de la protección de sus derechos fundamentales “al debido proceso, igualdad, mínimo vital” , que estima lesionados por la parte accionada.

  



Expuso, en resumen, que mediante la Resolución RV 2280 del 29 de julio de 2015, la Dirección Técnica de Registro y Gestión de la Información de la UARIV, lo inscribió junto con otros miembros de su familia en el Registro de Tierras Despojadas y Abandonadas Forzosamente, respecto del predio con matrícula inmobiliaria número 282-25673, ubicado en área rural del municipio de Córdoba (Quindío), pero en contravía de los términos establecidos en la Ley 1448 de 2011 y en el Decreto 1071 de 2015, la entidad no ha presentado la demanda ante el Juez competente.





Pidió, en consecuencia, que se amparen los derechos reclamados y se ordene a la Unidad de Restitución de Tierras agilizar la presentación de la demanda o que lo deje en libertad de presentarla por intermedio de un apoderado de confianza, y se dé traslado a las Procuraduría Delegada para Restitución de Tierras con el fin de que inicie las acciones disciplinarias correspondientes.
 



El Juzgado de primer grado admitió el libelo frente Unidad Administrativa Especial demandada, a la vez que vinculó a las Direcciones Jurídica de Restitución-Gestión Operativa de Restitución y Territorial de la Unidad de Restitución de Tierras Valle del Cauca-Eje Cafetero de la misma entidad; corrió traslado por el término de 2 días. La Directora Territorial, indicó que no ha conculcado los derechos reclamados por el actor; explicó todo el andamiaje administrativo efectuado en torno a la reclamación del mismo; aclaró que conforme a la normativa que gobierna el procedimiento de restitución de tierras, este es mixto, pues, cuenta con dos etapas, una administrativa y otra judicial; la primera radicada en cabeza de la Unidad y la segunda es adelantada por jueces o magistrados especializados en la materia; y para este último evento el artículo 82 de la Ley 1448 de 2011 establece que la entidad podrá solicitar ante el funcionario judicial de rigor la titulación y entrega del respectivo predio; y el artículo 83 faculta al interesado para que acuda directamente a la instancia judicial en igual sentido, en nombre propio, o por medio de apoderado. Señaló que la pretensión del demandante va dirigida a que se “agilice presentación de la demanda” o se le deje en libertad de presentarla por intermedio de un apoderado de confianza y, por tanto, se encuentra en plena libertad para hacerlo; además, a la fecha no cuentan con la solicitud de representación judicial del actor para que la Unidad gestione los intereses de su familia, requisito indispensable para dicha tarea. Solicitó, por ende, no acceder a las pretensiones incoadas.




Sobrevino la sentencia que negó el amparo invocado; para así decidir, previas trascripciones jurisprudenciales sobre la procedencia de una acción de esta estirpe en el tema de restitución de tierras, indicó que en el caso concreto es inviable el reclamo elevado, ya que no se reprocha el trámite administrativo adelantado por la accionada, sino la omisión de promover la demanda judicial respectiva, y ello es carga del interesado inscrito en el correspondiente registro; tampoco acreditó que hubiese comparecido a la Dirección Territorial para efectos de que por su parte se adelantara la acción judicial; adicionalmente, desde que se produjo la inscripción respectiva ha dejado transcurrir un tiempo considerable y no se observa ninguna justificación válida para ello.
  



Impugnó el interesado, que  insiste en que la Unidad de Tierras debe gestionar la parte administrativa y luego terminar con el proceso judicial; que el abogado de confianza debe ser la misma entidad; además, no es cierto que carezca de representación judicial. 
CONSIDERACIONES

  



La Constitución de 1991 instituyó la acción de tutela como un mecanismo breve y sumario mediante el cual toda persona puede conseguir de un juez la protección de sus derechos fundamentales, siempre que ellos estén siendo vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad, o de un particular, en determinados casos.

   



En el presente caso, el actor se duele del hecho de que la demandada no haya adelantado las gestiones de rigor para que se materialice, en su favor, mediante la actuación judicial respectiva, la restitución del predio que, mediante el trámite administrativo ya culminado, le fue habilitado junto con su familia en los términos de la Ley 1448; o, indica, de dejarlo en libertad de que él lo haga por intermedio de un apoderado de confianza.
 



El Juzgado de primer grado  negó el amparo, por cuanto el interesado puede gestionar por sí mismo la demanda, además de que ningún requerimiento le ha hecho a la accionada sobre el particular. De otro lado, se resalta el considerable lapso transcurrido desde la finalización de la primera etapa, sin actividad alguna por parte del interesado. 


 

La Sala comparte parcialmente la decisión adoptada, porque, sin que que haya mucho que agregar a lo plasmado en el fallo, son dos aspectos puntuales en los que se debe enfocar la cuestión. 
  



En primer lugar, disponen los artículos 82 y 83 de la ley 1448 de 2011, lo siguiente:

  


ARTÍCULO 82. SOLICITUD DE RESTITUCIÓN O FORMALIZACIÓN POR PARTE DE LA UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN DE RESTITUCIÓN DE TIERRAS DESPOJADAS. La Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas podrá solicitar al Juez o Magistrado la titulación y entrega del respectivo predio incluido en el registro de tierras despojadas a favor del titular de la acción y representarlo en el proceso.

  


Parágrafo. Los titulares de la acción pueden tramitar en forma colectiva las solicitudes de restitución o formalización de predios registrados en la Unidad, en las cuales se dé uniformidad con respecto a la vecindad de los bienes despojados o abandonados, el tiempo y la causa del desplazamiento.

  



ARTÍCULO 83. SOLICITUD DE RESTITUCIÓN O FORMALIZACIÓN POR PARTE DE LA VÍCTIMA. Cumplido el requisito de procedibilidad a que se refiere el artículo 76, el despojado podrá dirigirse directamente al Juez o Magistrado, según lo dispuesto en el artículo 79, mediante la presentación de de demanda escrita u oral, por sí misma o a través de apoderado.

  



De donde emerge, con suficiente claridad, que la etapa jurisdiccional que permita materializar la inscripción de los habilitados en el Registro de Tierras Despojadas y Abandonadas Forzosamente, no debe ser agotada imperativamente por la Unidad Administrativa Especial, es simplemente una opción, pues las mismas líneas legales le dan esa facultad al inscrito mismo, bien para que actúe en su propio nombre o por intermedio de un apoderado. 
 



Y en segundo término, cuando en la demanda se reclama que la entidad lo deje en libertad de promover directamente la acción, es claro que no es de su resorte hacerlo, sino que por disposición legal cuenta con esa potestad, sin que la entidad pueda oponerse a ello. Es más, ninguna evidencia se aportó que permita establecer que la accionada le ha impedido al accionante promover la demanda judicial. 

   



Quiere lo anterior decir que, contrario a lo aducido en la demanda, nada indica que exista una trasgresión o amenaza de los derechos invocados. Por ello, se confirmará el fallo, sin perjuicio de que se diga que se tornaba innecesario abordar los requisitos generales de procedibilidad, esto es, la inmediatez y la subsidiariedad, cuya ausencia, sea bueno acotarlo, conducen a la improcedencia, no a la mera negación de la acción que en este caso se adopta por la inexistencia de la pregonada vulneración.   
DECISIÓN

  



Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA la sentencia dictada el 26 de abril de 2017, proferida por el Juzgado Primero Civil del Circuito local, en esta acción de tutela que Humberto Ruiz Ceballos, inició contra la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Tierras Despojadas, a la que fueron vinculadas la Dirección Jurídica de Restitución-Gestión Operativa de Restitución y la Dirección Territorial de la Unidad de Restitución de Tierras Valle del Cauca-Eje Cafetero.
Notifíquese esta decisión a los intervinientes por el medio más expedito. 

Envíese a la Corte Constitucional para su eventual revisión. 

  



A su regreso, archíovese el expediente sin necesidad de trámites adicionales. 
Los Magistrados,

  



JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO 

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS 

DUBERNEY GRISALES HERRERA              
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